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TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN LABORAL

Providencia: 

     Auto de Segunda Instancia, 4 de mayo de 2016
Radicación No: 
                        66001-31-05-004-2009-00554-01
Proceso: 

    
    Ejecutivo Laboral.

Demandante:

   Javier Betancourt García
Demandado:

    Colpensiones
Juzgado de origen:
 
    Cuarto Laboral del Circuito de Pereira 
Magistrado Ponente:
   
    Francisco Javier Tamayo Tabares
Tema a Tratar:          
Juez director del proceso. Implicaciones. Además de lo anterior, debe decirse que el Juez Laboral, como director del proceso, cuenta con las facultades necesarias para garantizar, entre otras, la agilidad y rapidez en el trámite de las actuaciones judiciales, tal como lo ordena el artículo 48 del Estatuto Procedimental Laboral y de la Seguridad Social, rol en el cual tiene que buscar adaptar las instituciones del proceso laboral en pro de lograr esos objetivos y, si no encuentra norma o figura alguna adaptable, entrar a aplicar las reglas del Código General del Proceso, ejercicio que se desprende del artículo del 145 del CPTSS. Contumacia. Efectos en los procesos ejecutivos. En casos como el presente, en el cual el proceso ejecutivo se encuentra a la espera del dinero para solventar la obligación ya liquidada, la labor del Juez no puede ser la de simplemente entrar a determinar si ha habido o no inactividad de la parte interesada, sino que tiene la obligación de requerirla a efectos de que cumpla su deber de impulso y, en caso de que no se acuda a tal llamado, aplicar los efectos de la contumacia, contenidos en el artículo 30 y su parágrafo (CPTSS), sin que deba acudirse a otros cuerpos legales, pues se insiste, la norma en cuestión trae unas consecuencias y unas sanciones procesales que se pueden hacer extensiva a todo tipo de actuaciones surtidas al interior de la jurisdicción ordinaria laboral. 
OBJETO.
La Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, en Sala de decisión, procede a desatar el recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial de la parte ejecutante, contra el auto proferido el 25 de enero de 2016, por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ejecutivo a continuación del ordinario laboral promovido por Javier Betancourt García a Colpensiones. 
Lo primero es que se dejará sin efecto el auto del 06 de abril de este año que fijó fecha de audiencia para resolver este asunto, amén que el mismo debe resolverse por escrito, conforme al parágrafo 1º del artículo 42 del CPTSS.

Previamente se discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado Ponente, el cual corresponde al siguiente,

AUTO:

Mediante sentencia del 05 de octubre de 2009, se reconoció que el demandante era beneficiario del régimen de transición del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, disponiéndose la reliquidación de su prestación pensional y el derecho a incrementos pensionales. Con auto del 29 de septiembre de 2010, se dictó mandamiento de pago a favor del señor Betancourt García, por los siguientes conceptos: (i) La suma de $6.629.659,47 por concepto de retroactivo e incremento pensional causado entre el 16 de febrero de 2008 y el 31 de marzo de 2010, (ii) por los intereses legales sobre las anteriores sumas, causados entre el 1 de abril de 2010 y el cumplimiento total de la obligación y (iii) las costas de la ejecución.

En providencia del 18 de octubre de 2011 se aprobó la liquidación del crédito, en la suma de $7.429.921,50 y se fijaron costas por la ejecución, en cuantía de $700.000, siendo esta la última actuación de fondo en el proceso

Después de trasegar por varios Despachos de Descongestión, el proceso regresó al Despacho de origen.

El Despacho a-quo, mediante el auto atacado, dispuso declarar terminado el proceso por desistimiento tácito, conforme al artículo 317 del CGP, al encontrar que dicha norma estaba vigente desde el 1º de octubre de 2012 y el proceso había tenido inactividad por más de ese lapso, pues la última actuación se surtió el 02 de diciembre de 2013, estando el proceso inactivo por más de los dos años establecidos en la norma.

El portavoz judicial de la parte ejecutante interpuso recurso de apelación contra esa decisión, arguyendo que no se podía aplicar el desistimiento tácito en este caso, amén que la norma que reguló la entrada en vigencia estableció que el plazo de dos años es contado a partir de la entrada en vigencia del Estatuto General del Proceso, lo que ocurrió para este Distrito Judicial el 1º de diciembre de 2015, tal como se reguló en los acuerdos PSAA131071 y PSAA1310073 de la Sala Administrativa. Además de lo anterior, encuentra que la aplicación de tal figura es excesiva, pues la ejecución es contra Colpensiones, contra la que no proceden las medidas ejecutivas, lo que terminaría beneficiando la incuria de la entidad.

CONSIDERACIONES:

El problema jurídico que debe resolver esta Colegiatura, se puede sintetizar en el siguiente interrogante:

¿Era posible dar aplicación al desistimiento tácito en el presente asunto?
Para resolver la cuestión planteada, es indispensable partir por la aplicabilidad de la figura del desistimiento tácito en los procesos laborales. 

El tema ya fue abordado por esta Sala en auto del 03 de marzo de 2015, con ponencia del Magistrado Julio César Salazar Muñoz radicado 001-2008-00592-02, con el siguiente tenor:

“Para resolver el problema jurídico que se plantea, esto es, si es posible declarar al perención en el presente ejecutivo laboral, es pertinente manifestar que la Corte Constitucional en sentencia C-868 de 3 de noviembre de 2010 con ponencia de la Magistrada María Victoria Calle Correa, después de definir el desistimiento tácito y la figura de la perención como mecanismos que operan en los procesos civil y de familia como una forma anormal de terminación del proceso, la cual se impone cuando se acredita la inactividad de las partes; señaló que en materia laboral para esos efectos, es decir, combatir la negligencia procesal de las partes y evitar la paralización de los procesos, el juez cuenta con las facultades conferidas en el artículo 48 del C.P.T. y de la S.S., y las que se desprenden de la figura de la contumacia prevista en el artículo 30 del mismo cuerpo normativo.

Indicó la Alta Magistratura que: “En el caso del proceso laboral, si bien al juez no le es permitido el inicio oficioso de los procesos porque cada uno de ellos requiere de un acto de parte, (la presentación de la demanda), una vez instaurada, el juez debe tramitar el proceso hasta su culminación, y si una de las partes o ambas dejan de asistir a las audiencias, no por ello se paraliza el proceso, pues el juez debe adelantar su trámite hasta fallar. En tal proceso, el legislador optó por dotar al juez de amplísimos poderes como director del mismo y complementariamente estatuir la figura de la contumacia con un triple efecto: (i) evitar la paralización del proceso en unos casos, (ii) proceder al archivo del proceso en otros, (iii) continuar con el trámite de la demanda principal; y (iv) asegurar que la protección de los derechos de los trabajadores no se postergue indefinidamente por la falta de actuación del empleador demandado.”.
Así las cosas, corresponde en estos casos al juez hacer uso de las facultades que en esencia se desprenden de la figura de la contumacia y como director del proceso debe adoptar las medidas necesarias para garantizar el respeto de los derechos fundamentales y el equilibrio de las partes, la agilidad y la rapidez del trámite.

En el anterior orden de ideas, no hay duda alguna en que en materia laboral no es posible aplicar las figuras procesales del desistimiento tácito y de la perención que operan en los procesos civil –sic- y de familia; máxime cuando bien es sabido que las normas de carácter sancionatorio no son de aplicación extensiva”.
Tales disertaciones continúan siendo las que sustentan la actual posición de este Tribunal, sin que existan motivos que lleven a su modificación. 

Además de lo anterior, debe decirse que el Juez Laboral, como director del proceso, cuenta con las facultades necesarias para garantizar, entre otras, la agilidad y rapidez en el trámite de las actuaciones judiciales, tal como lo ordena el artículo 48 del Estatuto Procedimental Laboral y de la Seguridad Social, rol en el cual tiene que buscar adaptar las instituciones del proceso laboral en pro de lograr esos objetivos y, si no encuentra norma o figura alguna adaptable, entrar a aplicar las reglas del Código General del Proceso, ejercicio que se desprende del artículo del 145 del CPTSS.

En casos como el presente, en el cual el proceso ejecutivo se encuentra a la espera del dinero para solventar la obligación ya liquidada, la labor del Juez no puede ser la de simplemente entrar a determinar si ha habido o no inactividad de la parte interesada, sino que tiene la obligación de requerirla a efectos de que cumpla su deber de impulso y, en caso de que no se acuda a tal llamado, aplicar los efectos de la contumacia, contenidos en el artículo 30 y su parágrafo (CPTSS), sin que deba acudirse a otros cuerpos legales, pues se insiste, la norma en cuestión trae unas consecuencias y unas sanciones procesales que se pueden hacer extensiva a todo tipo de actuaciones surtidas al interior de la jurisdicción ordinaria laboral.

Lo anterior, conlleva a que el proveído apelado, deba ser revocado, amén que se acudió a una figura que resulta inaplicable en el proceso laboral, como quedó dicho párrafos atrás, debiendo en su lugar continuar el trámite del proceso ejecutivo y aplicar las pautas dadas en esta providencia para lograr la agilidad y rapidez en su trámite.

Sin costas en esta instancia.

En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Distrito Judicial de Pereira – Risaralda

RESUELVE

1. Revocar el auto del 25 de enero de 2016, dictado por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, en el proceso de la referencia y en su lugar, ordenar que se continúe el trámite del proceso ejecutivo y aplicar las pautas dadas en las consideraciones de esta providencia para lograr la agilidad y rapidez en su trámite.
Costas en esta instancia no se causaron.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

   Magistrado

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN         ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO                                                                                                 

Magistrada                                           Magistrado


     -En uso de permiso-
Alonso Gaviria Ocampo
Secretario
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